
 
 

 

 
Corte Suprema de Justicia de la Nación 

 
 
 
 
Vistas las presentaciones de fs. 13/vta. y 14, y 

 

CONSIDERANDO: 

I. Que el 10 de mayo pasado el CPN Héctor Daniel 

Marchi planteó revocatoria in extremis contra la Resolución 

891/2023 de esta Corte, por la que se denegó su pedido de 

licencia extraordinaria en los términos del art. 11 del 

Reglamento de Licencias, no se hizo lugar a la adscripción 

solicitada por el consejero Lugones y se declaró extemporáneo 

el recurso de reconsideración interpuesto contra la Acordada 

11/2023 y la Resolución 723/2023. 

Sostiene que de las dos presentaciones que efectuó 

el 20 de abril surgía su voluntad impugnatoria, en tanto 

claramente había indicado que solicitaba la licencia “sin 

perjuicio de no consentir” el traslado. Agrega que la vista le 

fue conferida dentro de un trámite procesal impugnatorio 

admitido como tal por el Tribunal. 
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Añade que la cita del art. 23 del Reglamento para 

la Justicia Nacional implicó reconocer que la fundamentación 

real de la resolución 723 fue sancionarlo. 

Plantea la aplicación supletoria o analógica de la 

ley 19.549 y su decreto reglamentario 1759/72 a la actividad 

materialmente administrativa de la Corte. 

Finalmente, como medida provisional, vuelve a 

pedir que se le otorgue la licencia extraordinaria y se 

disponga su traslado al Consejo de la Magistratura como asesor 

del consejero Lugones para “evitar la situación enojosa de 

tener que prestar servicio bajo la autoridad de quienes 

revistan la misma jerarquía” que él. 

II. Que el 15 de mayo el funcionario efectuó una 

nueva presentación en la que plantea que los Ministros 

consideren excusarse por razones de decoro ante las 

declaraciones que él mismo efectuó en la reunión de la 

Comisión de Juicio Político del día 9 de mayo. A tales fines, 

solicita como medida previa que se requiriera la versión 

taquigráfica de su declaración testimonial. 

III. Que, ante todo, corresponde poner de resalto 

que el CPN Marchi continúa efectuando presentaciones en las 

que pretende que el Tribunal se aparte de doctrinas 

administrativas que ha sostenido por décadas y que el citado 



 
 

funcionario no puede desconocer, pues fueron propiciadas por 

órganos dependientes de la Secretaría General de 

Administración que encabezó durante 15 años, como la Dirección 

Jurídica General, y que en muchos casos quedaron plasmadas en 

decisiones protocolizadas por el propio CPN Marchi.  

En efecto, los criterios para la concesión de 

licencias extraordinarias y adscripciones, los plazos 

aplicables en materia recursiva y lo atinente a la aplicación 

de la ley 19.549 al ámbito de esta Corte son todas cuestiones 

sobre las que existen doctrinas claras y consolidadas del 

Tribunal en sentido adverso a las peticiones ahora formuladas.  

IV. Que, en cuanto al argumento de que los pedidos 

de licencia compensatoria y extraordinaria efectuados el 20 de 

abril exteriorizaron su intención de impugnar y que, por lo 

tanto, el recurso no fue extemporáneo, debe señalarse que el 

propio CPN Marchi encabezó su presentación de fecha 4 de mayo 

pasado con el título “INTERPONE RECURSO DE RECONSIDERACIÓN”. 

Por ello, no puede ahora –en contradicción con sus propios 

actos– sostener que la impugnación había sido planteada varios 

días antes. Además, en sus presentaciones iniciales solo 

señaló que no consentía la decisión, pero no manifestó su 

voluntad impugnatoria ni exteriorizó argumento alguno en ese 

sentido.  



 
 

Por otra parte, el hecho de que se le haya 

otorgado vista de un expediente en el marco del procedimiento 

impugnatorio no puede en modo alguno implicar la admisión 

formal del recurso. El funcionario confunde el otorgamiento de 

una vista, como derecho de todo ciudadano de tomar 

conocimiento de actuaciones que pudieran afectarlo, con la 

admisibilidad formal de un recurso administrativo.  

En consecuencia, es evidente que la pretensión 

recursiva recién fue introducida en el escrito del 4 de mayo 

titulado “INTERPONE RECURSO DE RECONSIDERACIÓN”. 

V. Que en cuanto al argumento relativo a que la 

cita del artículo 23 del Reglamento para la Justicia Nacional 

efectuada en la resolución 891/2023 implicó el reconocimiento 

de que su traslado constituyó una sanción, no puede dejar de 

reiterarse que trasluce un marcado desconocimiento de la 

doctrina administrativa de la Corte.   

Este Tribunal ha interpretado en forma reiterada 

que el plazo fijado en esa norma –previsto para cuestiones 

disciplinarias- resulta de aplicación a todo recurso de 

revocatoria contra decisiones administrativas de la Corte, tal 

como surge con evidencia de los antecedentes citados en el 

considerando X de la resolución impugnada.  



 
 

VI. Que tampoco puede prosperar el pedido de que 

se revise la denegatoria de las medidas provisionales 

peticionadas, sustentado exclusivamente en la situación 

“enojosa” de que el CPN Marchi haya pasado a desempeñarse bajo 

la autoridad de quienes, según dice, revisten su misma 

jerarquía.  

En primer lugar, resulta claro que el CPN Marchi 

no tiene la misma jerarquía ni se encuentra investido de las 

facultades que ostenta un juez de la Nación designado por el 

procedimiento previsto en la Constitución Nacional. La 

asimilación del cargo de Secretario de Corte al del juez de 

cámara es al efecto salarial y por lo tanto no hay óbice 

alguno para que se desempeñe en el ámbito de una cámara de 

apelaciones. 

En segundo lugar, cabe reiterar que este Tribunal 

ha efectuado al menos otros cinco traslados de Secretarios de 

Corte a diferentes cámaras de apelaciones (conf. resoluciones 

citadas en considerando XII de la resolución 891/2023). 

VII. Que, por último, cabe señalar que en 

numerosos pronunciamientos el Tribunal ha sostenido que las 

disposiciones sobre recusaciones y excusaciones contenidas en 

los códigos de procedimiento no son aplicables cuando se trata 



 
 

de facultades de superintendencia (Fallos 245:26; 313:933; 

319:1303; 320:2041; 328:897; entre muchos otros). 

Con independencia de ello, no puede dejar de 

ponerse de resalto que si se admitiera la solicitud se 

desnaturalizarían los institutos de la excusación y 

recusación, de conocido carácter excepcional, en tanto 

bastaría con que el interesado realizara comentarios respecto 

de los magistrados encargados de resolver su planteo para que 

éstos fueran apartados. 

Por todo lo expuesto,  

SE RESUELVE: 

1) Rechazar la “revocatoria in extremis” presentada 

por el CPN Héctor Daniel Marchi con fecha 10 de mayo del 

presente año. 

2) Rechazar el planteo efectuado por el mismo 

funcionario con fecha 15 de mayo del presente año. 

Regístrese, notifíquese al interesado, publíquese en el sitio 

web de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y archívese.  
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